En la ciudad de Lomas de Zamora, a los  dieciocho  días del  mes de agosto de dos mil cinco, se reúne el Tribu​nal del Trabajo 2 de esta ciudad, encontrándose presen​te la totalidad de sus integrantes, bajo la presidencia de su titular y yo el Actuario, a efectos de dictar  el VEREDICTO  que  prescribe  el  art.  44,  inc. "d", ley 11.653 en los autos Nº 24798, caratulados: "DANZI MIRTA ESTELA C/ CLINICA IMA S.A. S/ DESPIDO".

Acto seguido se realizó el pertinente sorteo de ley del que resultó que los Señores Jueces deberán emi​tir su voto en el siguiente orden:

········1º) Doctora Sancosmed;

········2º) Doctor Rodriguez Ponte;

········3º) Doctor García Boyé.

········Acto  continuo, el Tribunal resolvió plantear y votar la siguiente cuestión de hecho:

········¿SE HA PROBADO:

········1º)  Qué  Mirta  Estela Danzi se desempeñó bajo relación de dependencia, subordinación jurídica, econó​mica y técnica de Clínica IMA S.A., vínculo laboral que se inició el 20 de junio de 1998?

········2º)  Qué  desde su ingreso la accionante prestó servicios  como  mucama en el establecimiento propiedad de su principal, percibiendo  como  mejor  remuneración normal y habitual la suma de $  369,12  correspondiente al mes de marzo de 2001?

········3º)  Qué  el  día  13 de abril de 2001, en circunstancias en que la actora se  encontraba  realizando sus labores habituales en favor de  la  contraparte  se produce una herida punzante en el dedo anular de su ma​no  derecha, con material contaminado con residuos bio​lógicos,  más  precisamente,  una  aguja que había sido utilizada  en el tratamiento de un paciente afectado de síndrome de inmunodeficiencia adquirida?

········4º) Qué el mismo día de producido el infortunio la  patronal dio intervención a la aseguradora de ries​gos del trabajo?

········5º)  Qué a raíz de la denuncia efectuada por la patronal  a  su  aseguradora de riesgos del trabajo, la actora fue sometida a controles de laboratorio el 13 de abril de 2001 (mismo día del siniestro), 18 de julio  y 11 de octubre del mismo año?

········6º) Qué el 19 de octubre de 2001  la  demandada despide sin expresión de causa a la actora, comunicando tal decisión mediante el telegrama de fs. 18, que dice: "Comunicámosle  despido a partir de la fecha, haberes y certificados a disposición"?

········7º)  Qué  la accionante según acuerdo celebrado en el expediente administrativo Nº  21305-2384/01  (que no  fuera  homologado  por la autoridad de aplicación), debió  percibir la suma de $ 2.221,10; imputable a: in​tegración  mes  de despido $ 124,99, preaviso $ 340,88, indemnización por  antigüedad  $  1.434,40,  vacaciones proporcionales  2001 $ 149.99 y s.a.c. sobre rubros an​teriores $ 170.84; habiéndosele  abonado  solamente  la suma de $ 2.219,80?

········8º) Qué el distracto dispuesto por la demandada obedeció a una reestructuración de la planta de  perso​nal, no obstante que en el telegrama por medio del cual se comunica el despido no se invocó causa alguna?

········9º) Qué el 2 de noviembre de 2001 por  ante  la Delegación Regional Alte. Brown del Ministerio de  Tra​bajo  de  la Nación, en el expediente administrativo Nº  21305-2384/01 se formalizó "el distracto de la actora y demás personal cesanteado"?

A LA CUESTION PLANTEADA LA DOCTORA SANCOSMED DIJO:

········Habiendo realizado un pormenorizado análisis de las diversas constancias de autos y merituado las prue​bas  producidas  en  la  forma que establece el art. 44 inc.  "d"  de  la ley 11.653, puedo concluir que se han ìjustificado  acabadamente los apartados 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º y 7º planteados en el preguntario, en base a los términos  del escrito inicial de fs. 51/54, responde de fs. 76/83, prueba documental consistente en recibos  de salarios  de  fs.  4/12, copia del telegrama de despido adunado a fs. 18; prueba instrumental de fs. 23/49, ex​pediente administrativo Nº 21305-2384/01, prueba infor​mativa  contestada  por  el Correo Argentino a fs. 139, prueba informativa contestada por Provincia ART  a  fs. 184/185, respondida por el Hospital de Enfermedades In​fecciosas  Francisco  J.  Muñiz - FUNDAI a fs. 190/196, prueba de informes cumplimentada por Programas Especia​les de Salud S.A. (PROESA) a fs. 209, informe producido a  fs. 210, por el Dr. Luis Verruno, director médico de Magnamed S.R.L. y sobre cerrado que con carácter de se​creto  médico  acompañó  al mismo, el cual se encuentra reservado en Secretaría; respuesta al requerimiento in​formativo, efectuada por la Bioquímica Dra.  Noemí  del Pino, representante legal de Apunlab S.R.L. a fs.  291, al que acompañara los protocolos de los exámenes de laboratorio practicados a la actora el 13 de abril, 18 de julio  y  11  de octubre de 2001 (fs. 292/294), pericia contable de fs. 145/146, psicológica de fs.  148/150  y médica de fs. 309/311 y 325.-

········La fecha de ingreso y la remuneración indicados en los apartados 1º y 2º, no obstante haber sido expre​samente negados a fs. 77 vto. del responde,  los  tengo por  justificados, en virtud de los recibos de salarios ut supra merituados, documentación emanada del  princi​pal  y que no fuera desconocida en el responde. A mayor abundamiento,  del  análisis  de  las actuaciones admi​nistrativas Nº 21305-2384/01 surge que en  el  acta  de fecha  2 de noviembre de 2001, labrada a fs. 1 han sido expresamente  reconocidos  por la patronal; a ello debe agregarse el reconocimiento efectuado bajo  declaración jurada a fs. 2 de dichas actuaciones.-

········En  lo  atinente a los hechos mencionados en el apartado 3º, no obstante haber sido expresa y  puntual​mente desconocidos a fs. 77 vta. -párrafos 4º, 5º,  6º, 7º, 8º, 9º y 10º- del responde; volviendo sobre sus pa​sos, 56 renglones después, reconoce haber tomado  cono​cimiento del mismo y dar inmediata  intervención  a  su aseguradora, hecho que resulta  plenamente  acreditado, en virtud de que ha sido en ese mismo día del siniestro (13-4-01) cuando la Dra. del Pino efectuara  por  orden de la aseguradora de riesgos, los primeros exámenes  de laboratorio a la trabajadora (fs. 292); con lo que tam​bién se justifica al apartado 4º de la cuestión en aná​lisis.-

········Con la prueba informativa que merituara al ini​cio,  respuesta  dada  por la Bioquímica Dra. Noemí del Pino, representante legal de Apunlab S.R.L. a fs.  291, se acredita el apartado 5º.-

········El hecho planteado en el apartado 6º  lo  tengo por justificado, en virtud de haber  sido  expresamente reconocido por la demandada a fs. 78 vta. del responde, no  resultando  en consecuencia hecho controvertido; no obstante  ello  se  encuentra acreditado además, con el telegrama glosado a fs. 18 y prueba informativa contes​tada por el Correo Argentino a fs. 139.-

········El apartado 7º ha quedado plenamente acreditado con  las  constancias  obrantes  en el expediente admi​nistrativo  Nº 21305-2384/01, acompañado a los autos, e informe pericial contable de 145/146.-

········No corren la misma suerte los  apartados  8º  y 9º, toda vez que no se ha aportado a  la  causa  prueba alguna que permita tener por acreditado los mismos.-

········En  efecto, la total y absoluta orfandad proba​toria  en que ha incurrido la accionada en lo referente a  la  causal del distracto, ya que sin perjuicio de la imposibilidad jurídica de variar los presupuestos  fác​ticos  de  la  misma, no ha demostrado por medio alguno que ésta obedeciera a la necesidad  empresaria  de  re​estructurar su planta de personal.-

········No menos huérfano de prueba ha quedado el punto 9º;  más  aún,  de las constancias del expediente admi​nistrativo referido, surge que en el mismo  se  dirimió el conflicto individual, existente entre la actora y su principal,  y  no  como falazmente se sostiene a fs. 79 vta. "el distracto de la actora y demás personal cesan​teado".-

········En consecuencia, por ser mi  íntima  convicción voto por la afirmativa en los apartados 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º y 7º, y por la negativa en los  apartados  8º  y  9º.-

········Los Doctores Rodriguez Ponte y García Boyé, por los mismos fundamentos, votan en igual sentido.-

··············V··E··R··E··D··I··C··T··O················

········Teniendo en cuenta el resultado que se ha obtenido  al  votar  la cuestión planteada puede concluirse que en autos ha quedado establecido:

········SE HA PROBADO:

········1º)  Que  Mirta  Estela Danzi se desempeñó bajo relación de dependencia, subordinación jurídica, econó​mica y técnica de Clínica IMA S.A., vínculo laboral que se inició el 20 de junio de 1998.-

········2º)  Que  desde su ingreso la accionante prestó servicios  como  mucama en el establecimiento propiedad de  su  principal,  percibiendo como mejor remuneración normal y habitual la suma de $  369,12  correspondiente 

al mes de marzo de 2001.-

········3º) Que el día 13 de abril  de  2001,  en  cir​cunstancias  en  que la actora se encontraba realizando sus  labores  habituales  en favor de la contraparte se produce una herida punzante en el dedo anular de su ma​no derecha, con material contaminado con residuos  bio​lógicos,  más  precisamente,  una  aguja que había sido utilizada  en el tratamiento de un paciente afectado de síndrome de inmunodeficiencia adquirida.-

········4º) Que el mismo día de producido el infortunio la patronal dio intervención a la aseguradora de  ries​gos del trabajo.-

········5º)  Que a raíz de la denuncia efectuada por la patronal a su aseguradora de riesgos  del  trabajo,  la actora fue sometida a controles de laboratorio el 13 de abril  de 2001 (mismo día del siniestro), 18 de julio y 11 de octubre del mismo año.-

········6º) Que el 19 de octubre de 2001  la  demandada despide sin expresión de causa a la actora, comunicando tal decisión mediante el telegrama de fs. 18, que dice: "Comunicámosle  despido a partir de la fecha, haberes y certificados a disposición".-

········7º)  Que  la accionante según acuerdo celebrado en el expediente administrativo Nº  21305-2384/01  (que no  fuera  homologado  por la autoridad de aplicación), debió percibir la suma de $ 2.221,10; imputable a:  in​tegración mes de despido $ 124,99, preaviso  $  340,88, indemnización  por  antigüedad  $  1.434,40, vacaciones proporcionales 2001 $ 149.99 y s.a.c. sobre rubros  an​teriores  $  170.84;  habiéndosele abonado solamente la suma de $ 2.219,80.-

········NO SE HA PROBADO:

········8º) Que el distracto dispuesto por la demandada obedeció  a una reestructuración de la planta de perso​nal, no obstante que en el telegrama por medio del cual se comunica el despido no se invocó causa alguna.-

········9º)  Que  el 2 de noviembre de 2001 por ante la Delegación  Regional Alte. Brown del Ministerio de Tra​bajo de la Nación, en el expediente  administrativo  Nº  21305-2384/01 se formalizó "el distracto de la actora y demás personal cesanteado".-

········Con lo que terminó el Acuerdo, firmando los Señores Jueces, por ante mi, de lo que doy fe.-

JOSE H. RODRIGUEZ PONTE. NESTOR R. GARCIA BOYE. NELIDA MABEL  SANCOSMED 

En la ciudad de Lomas de Zamora, a los veintitrés  días del mes de agosto de dos mil cinco, se reúne el  Tribunal del Trabajo 2 de esta ciudad, encontrándose presente la totalidad de sus integrantes, bajo la presidencia de su titular y yo el Actuario, a fin de dictar SENTENCIA en los autos Nº 24798, caratulados:  "DANZI  MIRTA  ESTELA C/ CLINICA IMA S.A. S/ DESPIDO".-

Acto seguido se realizó el  pertinente  sorteo de  ley  del que resultó que los Señores Jueces deberán emitir su voto en el siguiente orden: 

1º) Doctora Sancosmed;

2º) Doctor Rodriguez Ponte; 

3º) Doctor García Boyé.-

Acto continuo, el Tribunal resolvió plantear  y votar las siguientes cuestiones:

PRIMERA: Es  procedente la demanda interpuesta?

SEGUNDA: Qué pronunciamiento corresponde  dictar?

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA LA  DOCTORA  SANCOSMED  DIJO:

ANTECEDENTES: A fs. 51, con patrocinio letrado, se presenta  Mirta  Estela  Danzi  promoviendo  demanda contra Clínica IMA S.A. tendiente a obtener el cobro de la suma de $ 111.966,33.-

Agrega que el 20 de junio  de  1998  comenzó  a prestar  servicios  bajo la dependencia de la accionada en  el  establecimiento  de su propiedad, desarrollando tareas  de mucama, percibiendo como última remuneración la suma de $ 340,88.-

Manifiesta que el d­a 13 de abril de  2001,  en circunstancias en que se se encontraba  realizando  sus labores habituales en favor de la demandada se  produce una herida punzante en el dedo anular de su mano  derecha,  con material contaminado con residuos biológicos, más precisamente, una aguja que había sido utilizada en el tratamiento de un paciente enfermo de SIDA.-

Frente a tal situación el mismo día de producido el infortunio la patronal dio intervención a la aseguradora  de  riesgos  del  trabajo,  siendo sometida a controles de laboratorio el 13 de abril de 2001  (mismo día del siniestro), 18 de julio y  11  de  octubre  del mismo año.-

Agrega que el 19 de octubre de 2001 es despedida sin causa por la demandada, comunicándosele tal  decisión mediante el telegrama que acompaña a fs. 18, que dice: "Comunicámosle despido a partir de la fecha,  haberes y certificados a disposición".-

Relata que atento el resultado de nuevos análisis de control, en abril de 2002, toma conocimiento que la  enfermedad  de  positivizó,  enumera  asimismo, los trastornos  físicos  y cambios de personalidad que ello le ocasiona.- 

Luego de otras consideraciones de  hecho  y  de derecho, practica liquidación de los rubros que  estima se le adeuda, ofrece la prueba de que intenta valerse y requiere se haga lugar a su reclamo con costas.- 

Corrido  el  pertinente  traslado (art. 28, ley ritual del fuero), es contestado en tiempo y forma  por la contraparte quien reconoce expresamente la  relación laboral invocada en demanda.-

Niega  en cambio, en forma categórica, el resto de los hechos descriptos por la contraria, inclusive la fecha de ingreso, salarios, accidente, etc; y opone excepción de cosa juzgada.- 

Luego de explayarse sobre otras consideraciones fácticas y jurídicas, ofrece prueba y peticiona se  desestime la demanda con costas.- 

Producido  el replicato actor, a fs. 109/113 se rechaza la excepción de cosa juzgada opuesta por la demandada.- A fs. 118 se dispuso recibir la causa a prueba, se fijó y celebró la pertinente audiencia,  con  lo cual las actuaciones quedaron en estado de dictar veredicto y sentencia.- 

CUESTION  LITIGIOSA:  Consiste en establecer la procedencia  de  la acción instaurada y, en su caso, si debe prosperar en todo o en parte.- 

SOLUCION  DECISORIA  QUE SE PROPONE: Teniéndose en  consideración  que en autos, según se desprende del  apartado  1º  del veredicto, se ha acreditado el presupuesto liminar de la acción instaurada,  toda  vez  que del mismo surge que los contendores se hallaban ligados por un vínculo jurídico que por sus características definitorias  -relación de dependencia, subordinación jurídica, económica y técnica- ha de ser considerado, sin hesitación alguna, como un contrato de trabajo regulado en  sus aspectos extrínsecos e intrínsecos por las normas sustantivas del fuero (arts. 21, 22 y conc. LCT).-

Ahora bien, siendo que el reclamo actor se  halla integrado por rubros de distinta naturaleza jurídica,  susceptibles  de  soluciones diversas, por el buen orden del decisorio, se impone su  discriminado  tratamiento.- 

1.- INDEMNIZACION POR ANTIGUEDAD, SUSTITUTIVA DE PREAVISO, INTEGRACION MES  DE  DESPIDO,  SUELDO  ANUAL  COMPLEMENTARIO Y VACACIONES PROPORCIONALES:

El vínculo contractual que unía  a  las  partes quedó  disuelto  en virtud del despido sin expresión de causa, dispuesto por la patronal el 19  de  octubre  de 2001 y notificado a la dependiente por medio del despacho telegráfico que luce a fs. 18, que dice: "Comunicámosle despido a partir de la fecha, haberes y  certificados a disposición" (vered. ap. 6º).- 

No habiéndose expresado en el mismo los motivos en que se fundaba la ruptura del contrato  de  trabajo, cabe acceder a la  indubitable  conclusión  que  no  ha existido justa causa que legitime la postura rescisoria adoptada por el principal (arts. 242,  243  L.C.T.)  y, por  ende,  ajustada  a derecho la pretensión actora de considerarse  acreedor a las indemnizaciones establecidas en referido cuerpo legal.- 

Sentado lo precedente, en  atención  a  la  antigüedad en el empleo que al momento del cese detentaba el  accionante (3 años y 4 meses, según vered. ap. 1º y 6º); importe de su mejor remuneración normal y habitual ($ 369,12 correspondiente al mes de marzo de 2001;  vered.  ap.  2º), en consideración a lo dispuesto por los arts.  121, 122, 123, 150, 154, 156, 231, 232, 233, 245 y conc. L.C.T., los rubros analizados han de  prosperar por los siguientes importes parciales: 

a) $  1.599,52  por  indemnización  por  antigüedad  ($ 369,12 + sac x 4);

b)  $  399,88 por indemnización sustitutiva de preaviso ($ 369,12 + sac);

c) $ 147,65 por integración mes de despido (12 días del mes de octubre 2001, $ 369,12 ./. 30 x 12);

d)  $ 123,04 por sueldo anual complementario proporcional ($ 369,12 x 4 ./. 12);

e)  $  223,93 por vacaciones proporcionales ($ 369,12 + sac ./. 25 x 14); lo que hace un total de $ 2.494,02.- 

Habiendo acreditado en el apartado 7º del Veredicto que en sede administrativa  percibió por  dichos conceptos la suma de $ 2.219,80, conforme lo dispone el art.  260 L.C.T. la demanda debe prosperar por la diferencia existente entre los importes mencionados  precedentemente, operación que arroja un importe de  condena de $ 274,22.- 

El importe de capital original dispuesto ut supra  ($  2.494,02.-), devengará  intereses (art. 622 del Código  Civil),  a la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a 30 días desde el distracto (19-10-01) hasta el primer pago  efectuado en  sede administrativa (3-12-01) cuyo importe se especifica a fs. 146 del informe pericial contable, deducido el mismo se continuar  con dicha tasa hasta el 31 de diciembre de 2001; y de allí en adelante la tasa activa de  la  citada  entidad  bancaria, siguiéndose idéntico temperamento de débito de los restantes pagos parciales que da cuenta el mencionado informe pericial.- 

2.- INDEMNIZACIÓN  POR DESPIDO DISCRIMINATORIO Y DAÑO MORAL:

Peticiona  la accionante la reparación por despido discriminatorio y daño moral.-

En primer lugar, cabe señalar que  la  cuestión sometida a decisión del Tribunal no puede ser  resuelta en base a las prescripciones contenidas por el art.  11 de  la  ley  25.013,  toda vez que el artículo 5º de la misma  señala que "las disposiciones del presente capítulo -se refiere al capítulo II, en el que se encuentra el  mencionado  art.  11-  serán  de  aplicación  a los contratos de trabajo que se celebren  a  partir  de  la entrada en vigencia de esta ley".-

Dado que la misma fue publicada en  el  Boletín Oficial  el 24-9-98, y no conteniendo disposición específica sobre su entrada en vigencia, ésta se produjo  a partir de los 8 días de su publicación, es decir  el  2 de octubre del mismo año.  Ahora  bien,  surgiendo  del apartado 1º del veredicto que el  contrato  de  trabajo que  vinculara a las partes se inició el 20 de junio de 1998,  reitero deviene inaplicable la referida normativa.-

A  todo  evento, tampoco podrían utilizarse sus disposiciones como norma análoga por no tratarse de legislación vigente, en tanto en cuanto el art. 41 de  la ley  25.877  expresamente  derogó  el art. 11 de la ley 25.013.- 

No  queda, en consecuencia, otro camino que dirimir  el  conflicto a la luz de las prescripciones del  art. 17 de la Ley de Contrato de Trabajo y 1º de la ley 23.592.-

En lo que particularmente se refiere al art. 17 L.C.T. cabe señalar que, tal como sostiene  Carlos  Alberto Etala (Contrato de Trabajo - Astrea 1999): "...La enumeración de los motivos de discriminación que formula la ley es meramente enunciativa, y no taxativa. Ello significa que está  incluída en la prohibición toda distinción que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato de un trabajador fundada en un motivo arbitrario...".-

En  igual  sentido,  Beatriz  Ferdman y Gerardo Magno  (Derecho  del Trabajo 2004 B): "... en la Ley de Contrato  de Trabajo existen dos normas que se refieren exclusivamente a la discriminación (arts. 17 y  81)  al respecto la doctrina ha considerado  que  las  causales previstas  por  el art. 17 son enunciativas, así lo que en un primer momento se limitó a mujeres y menores, como supuestos especiales de protección, fue  ampliado  a quienes  padecían dificultades como consecuencia de impedimentos  físicos o enfermedades que colocaban a esas personas en situación de desigualdad frente a la sociedad. Con el dictado en el año 1988 de la ley 23.592  se estableció la prohibición general de impedir, obstruir, restringir  o  de algún modo menoscabar arbitrariamente el  pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías  fundamentales  reconocidos  por  la Constitución  Nacional.  Asimismo diversas normas establecen   específicamente  la  prohibición  de  efectuar discriminaciones  por  razón de enfermedad, como la ley 23.753  que prescribe que la diabetes no ser  causal de impedimento para  el ingreso laboral; la ley 23.798 que declaró de  interés  nacional  a  la  lucha  contra  el Síndrome de Iunmunodeficiencia Adquirida, señalando  reglas de interpretación según las cuales ni las disposiciones de la ley, ni su reglamentación puedan  afectar  la dignidad de las personas o producir cualquier efecto de marginación, humillación o degradación (el subrayado me pertenece) y la ley 25.404 que estableció normas especiales  de  protección  para las personas que padecen epilepsia, teniendo como  objetivo  garantizar  a  toda persona que padezca dicha enfermedad el pleno ejercicio de sus derechos prohibiendo toda forma  de  discriminación...  Nuestra Ley Fundamental proclama como un principio  general  el respeto, la tutela y la promoción de los derechos humanos fundamentales, nutriendo al sistema de derechos con una doble fuente la interna y la internacional.  A  partir de ello la no discriminación es la base fundamental del derecho internacional humanitario, es uno de los principios básicos  y  rectores  que rigen  la  realidad jurídica de la sociedad. En suma la aplicación de la ley 23.592 al campo de nuestra  disciplina  resulta  insoslayable.  Una  interpretación   en contrario no sólo implicaría una violación a la Constitución  Nacional  y  a los Pactos Internacionales, sino que  desvirtuaría  los  principios   fundamentales   de nuestra disciplina social...".-

Determinada la norma en virtud de la cual ha de resolverse  la  presente  causa (art. 17 de la L.C.T. y ley  23.592), como también que la enumeración efectuada por la referido art. 17 no es de carácter taxativa,  lo cual determina la inclusión en el mismo del supuesto de autos, cabe analizar sobre quien recae la carga  procesal de demostrar si el  distracto  obedeció  a  razones discriminatorios.-

Sobre  el  particular la Cámara Nacional Civil, Sala H, ha resuelto: "Por ello, y  teniendo  en  cuenta que la no discriminación es un principio que cuenta con sustento  constitucional  (la  protección  emana  de la Constitución Nacional y de los tratados internacionales con similar jerarquía), considero que cuando el  trabajador  se siente discriminado por alguna de las causas, el "onus probandi" pesa sobre el empleador. Ocurre  que es  mucho más difícil para el primero probar la discriminación, que para el segundo acreditar la justa causa, si es que existe (ver Kiper, Claudio: "Derechos de  las minorías ante la discriminación" - Bs. As.  -  1999,  y especialmente págs. 129/33 y 238/40). En ese sentido se puede citar también, sólo a mayor abundamiento, que  la Civil Rights Act de Estados Unidos, de 1964, se modificó en 1991, para disponer que en los casos de discriminación  la prueba se invierte y el acusado debe mostrar que su conducta no puede ser tachada de tal, dando  razones  objetivas  para sostenerla. En idéntico sentido, en  España, la ley de procedimientos laborales de 1990, dispuso  en su artículo 96 que "en aquellos procesos en que,  de las alegaciones de la parte actora, se deduzca la existencia de indicios de discriminación, corresponder  al demandado la justificación objetiva  y  razonable, suficientemente probada de las medidas adoptadas y su  proporcionalidad". (Sentencia del 9-4-2000 en autos Sendoya Josefina O. c/ Travel Club S.A.,  publicado  en Revista Doctrina Laboral de  Errepar  Nº  193  de  septiembre/01).-

La Cámara Nacional de Apelaciones del  Trabajo, por intermedio de la Sala IV, resolviendo una situación de  similares características, resolvió: "Considero que la  demandada despidió a la accionante en forma directa y  sin  invocación de causa e incurrió a no dudarlo, en una  actitud discriminatoria encubierta que autoriza la procedencia de una indemnización  no  tarifada  en  los términos de la ley 23592, Convenio 111 de la  O. I. T.  y demás normas  de la LCT, aplicables al caso (artículos 17 y 81)).- (Sentencia del 30-08-04, en autos O. E .O. c/ Falabella S.A.).-

A la luz del principio analizado precedentemente, cabe señalar que en el caso de autos  la  demandada comunicó  el  despido  de Danzi, sin expresión de causa (vered. ap. 6º), a posteriori, violando el principio de invariabilidad  de  la  causal de despido, adujo que el mismo obedeció a una reestructuración de la  planta  de personal (ver responde,  fs.  79  vta.),  circunstancia fáctica no acreditada en modo alguno por la misma  (vered. ap. 8º), demostrándose, asimismo la falacia de haber formalizado "el distracto de la actora y demás personal cesanteado" por ante la Delegación Regional Alte. Brown del Ministerio de Trabajo de la Nación, en el expediente administrativo Nº 21305-2384/01, cuando en dichas actuaciones sólo se trató la situación de  la  accionante (vered. ap. 9º).-

Si bien lo expuesto es suficiente para  admitir que se está  en presencia de un acto discriminatorio tal como  lo  sostiene  la actora, es dable destacar que la patronal ha incumplido la referida carga procesal  que, como anticipara, sobre ella pesaba.- 

En  resumen, sin lugar a dudas, nos encontramos frente  a un caso de despido discriminatorio, prohibido por  la  ley (art. 17 L.C.T.) y producido este, nace el derecho  a obtener, entre otras soluciones y a elección del lesionado, la reparació del daño moral   y material ocasionados (art. 1º,  ley 23.592).-

Cabe  agregar  que la demandada conoció o debió conocer el estado de la accionante y ello fue el motivo determinante del despido y no el alegado.-

No debemos olvidar en este punto que:

a) los controles de laboratorio (vered. apar.  5º),  se realizaron  a  la trabajadora, por cuenta y orden de la aseguradora de riesgos contratada por el principal;

b) el distracto se produjo luego de un tercer  control, a escasos seis meses del siniestro, es decir  en  pleno período  de  ventana. Este "es el tiempo que transcurre entre la contaminación con el virus H. I. V. y la positividad del dosaje de los  anticuerpos  específicos,  por los métodos tradicionales (Elisa - Western - Blot). Dicho período de ventana, tiene con los métodos mencionados una duración variable (meses hasta más de un  año), lo que en la actualidad con la investigación de los antígenos del virus HIV se ha acortado notablemente" (ver informe pericial médico fs. 310 vta.);

c) la empleadora según expresa a  fs.  78  vta./79  del responde es "un establecimiento asistencial dedicado  a la  atención de pacientes en forma ambulatoria, como así también internación, ya sea por obra social como clientela particular. El mismo lleva en plaza una larga trayectoria y prestigio en la zona sur del Gran Buenos Aires y alrededores, posee laboratorios  e  instalaciones de alta complejidad contando con tecnología y  aparatología de última generación para la atención de sus  pacientes". En lo atinente a esta particular situación de la patronal, cobra virtualidad el  principio  contenido en  el  art.  902 del Código Civil, en tanto en cuanto, conforme  el  mismo dispone: "Cuanto mayor sea el deber de  obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas, mayor ser  la obligación que resulte de las consecuencias posibles de los hechos".-

También puede citarse: "El breve lapso transcurrido desde la revisación médica  de  rutina  efectuada por  la  empleadora y el despido, crea la presunción de que éste obedeció a la enfermedad diagnosticada al trabajo. Responden solidariamente por el daño  material  y moral producido la empresa, para quien prestaba efectivamente  servicios  el empleado y la de servicios eventuales (art. 29 y 29 bis LCT), por el despido discriminatorio del trabajador portador  asintomático  de  HIV, ello sin perjuicio del ofrecimiento de reubicación formulado por una de ellas." (C. N. Civ. Sala C, Capital Federal 14-12-1999, autos M. M. A. c/ Bagley S.A. y otro. publ.  L.L.  2001 E 114, comentado por el Dr. Jorge Rodriguez Mancini).-

No obstante que la demandada invocó (aunque  no lo especificó en el telegrama) que  el  motivo  por  el cual  despidió  a la actora fue una reestructuración de la  planta  de  personal, lo cierto y probado es que la accionante fue despedida contemporáneamente con el  momento en que la demandada conoció o pudo conocer de  un modo  o  de  otro,  parcial  o totalmente, el estado de aquella y ello fue el motivo determinante del despido y no el alegado.-

En  tal  sentido  recordemos  que:  "El acto de discriminación  da lugar a la reparación en concepto de daño moral, pues los discriminadores adosan una  característica negativa a la persona, de inferioridad  o  de peligro. Es la jerarquización de la especie  humana,  y en  plano social esto genera y fortalece los antagonismos.  Es  un  medio  de destrucción de la coexistencia" (Cámara de Apelaciones Civ. y Comercial Sala II  d  Mar del  Plata, Sentencia del 10-8-2000, autos J. J. c/ M .H. s/ Daños y perjuicios, LLBA 2001).- 

Todo lo expuesto me lleva a concluir, sin  duda alguna que la demandada no respetó el principio  de  no discriminación  y  resulta  responsable  de  la actitud adoptada, por lo que la procedencia de la indemnización reclamada es, reitero, ajustada a derecho (ley 23592).-

La  cuantificación  económica  de la mencionada reparación es, a no dudarlo, de  difícil  determinación toda  vez  que  no se halla sujeta a cánones objetivos, sino a la prudente ponderación sobre la  lesión  a  las afecciones íntimas del damnificado, a los padecimientos experimentados, es decir, agravios que se configuran en el   ámbito  espiritual  del reclamante y que no siempre resultan claramente exteriorizados,  hallándose  sujeto su  monto  a  una ponderada discrecionalidad del juzgador.-

En una situación idéntica a la de autos, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de  Buenos  Aires, ha resuelto: "Debe tenerse en cuenta que el objeto de la indemnización en el daño moral no  lo  constituye una incapacidad laboral, sino la privación  o  disminución de aquellos bienes que tienen un valor fundamental en  la vida del hombre, que son la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual, la integridad  física, el honor y los demás caros afectos. En el presente caso es evidente que la eventualidad de un  contagio de  S. I. D. A. con motivo del desafortunado accidente que tuvo el actor con el interno sidótico, inocultablemente le trajo aparejado un sinnúmero de  sinsabores,  aflicciones,  angustias,  inseguridad y por cierto un cambio definitivo en su vida de relación, íntima,  familiar  y social. Por consiguiente, acorde con los principios que informan la doctrina de esta Suprema Corte en el sentido de que todo cambio disvalioso del bienestar psicofísico  de  una  persona por una acción atribuible a otra configura un daño moral indemnizable, corresponde hacer lugar  a  la demanda en cuanto procura un resarcimiento por  este  rubro"  (Sentencia  del  23-2-2000  en autos V. M. N. M. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires; Carpetas DT, 4463).-

En  consonancia  con  ello,  Mosset   Iturraspe expresa que el tema debe  ser  enfocado  en  forma  más amplia que la tradicional, pues  ya  aparecen  pequeñas las concepciones de daño patrimonial y de daño moral, y recuerda  que en Francia se alude al daño producido por el disgusto, por lesión a los proyectos, a las esperanzas,  por  ataque  a  las afecciones legítimas. Propone llamar al daño por discriminación "daño por impedir  el pleno desarrollo de la persona humana" (Mosset Iturraspe y otros: "Responsabilidad de daños  por  discriminación" - Bs. As. - 1991).-

La determinación del quantum no es tarea fácil, ni es el resultado de  una  operación  matemática,  por ello  debemos atenernos a un criterio fluído que permitan computar todas las circunstancias del caso.-

En autos, la medida dispuesta por  el  patrono, produjo la pérdida, para Danzi, de su ocupación, de  su lugar habitual, con la clara imposibilidad de conseguir otro trabajo. Estamos, pues, frente a una persona joven -32 años al momento del despido- que ha perdido su grupo  de pertenencia, se la ha segregado, y sabido es por todos  que  el trabajo es lo que dignifica a la persona humana.-

La discriminación sufrida por la trabajadora la han llevado a tener angustias, padecimientos y frustraciones  que  determinan un hito, un antes y un después, produciéndose insertidumbres en todos los órdenes de su vida: laboral, familiar, social, etc.-

En tal sentido, resultan claras las  conclusiones  a  que  arribara la perito psicóloga en su informe (fs.148/150),  merituado  en el fallo de los hechos, al sostener que: "...la angustia se precipita frente a  la vivencia de la muerte, la que se presentifica en su realidad psíquica como una realidad próxima...De la  psicodinamia actual surge que se considera aprisionada  en una situación desagradable e impotente para solucionarla.  Está  enojada y disgustada al mismo tiempo que duda si ser   capaz  de  lograr  sus  objetivos.  Se  siente frustrada  casi hasta el punto de la postración nerviosa".-

También  es necesario tener en cuenta la  índole del  hecho generador y las particulares características de  quien  lo  generó. La trabajadora deviene portadora del  virus de inmunodeficiencia humana, como consecuencia  de  un accidente acaecido mientras prestaba servicios para la demandada, y  ésta dispone su cesantía. Pero  recordemos, quien es la demandada, pues como ya hiciera  mención  con  anterioridad,  ha  sido  la propia empresa  al contestar demanda quien se definió como "un establecimiento  asistencial  dedicado a la atención de pacientes  en forma ambulatoria, como así también internación,  ya sea por obra social como clientela particular. El mismo lleva en plaza una  larga  trayectoria  y prestigio en la zona sur del Gran Buenos Aires y  alrededores,  posee  laboratorios  e  instalaciones de alta complejidad  contando  con tecnología y aparatología de última  generación  para la atención de sus pacientes", un  establecimiento  dedicado  a resguardar, preservar, recuperar la salud; todo ello hace que la actitud tomada para con su dependiente sea notoriamente más  censurable.-

Cabe preguntarme: Es así como se  preserva  la salud?. Sumando a los padecimiento lógicos que  acarrea para  toda  persona, el saber que se ha tenido contacto con el virus de inmunodeficiencia humana,  viviendo  la zozobra de tener que realizarse estudios periódicos por estar transitando el temido "período de ventana", repito sumando a ello la pérdida de su trabajo, de su  sustento, de su grupo de pertenencia. La respuesta es  obvia: NO, sin duda alguna.- No es  esa  la  actitud  que puede esperarse de un buen  empleador.-  "La  pauta  de conducta del -"buen trabajador y buen empleador"- principio rector del contrato de trabajo debe ser respetado tanto en la faz fundacional, como en su etapa de ejecución  y  en  su momento extintivo o final y sus efectos deben irradiarse también hacia el comportamiento en las distintas  cuestiones  que pudieran derivar del mismo". (SCBA,  Autos  77765, sentencia del 2-4-2003, Henriquez Cares, Luis A c/ Manferro SA s/ Indemnización ley 9688, entre otras).-

Un  principio  de solidaridad social exigía una actitud de colaboración con su dependiente, actitud esta que se encuentra en el extremo opuesto a la adoptada por Clínica IMA S. A.-

La injuria a los intereses de la trabajadora ha quedado  plenamente configurada y la indemnización debe ser realmente reparadora y ejemplificatoria; y  así  lo ha entendido el Dr. Isidoro H. Goldenberg, en su trabajo  "Discriminación  laboral. Derechos Personalísimos", en oportunidad de comentar el fallo dictado por la Sala II  de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata, en autos "J. J. c/ M. H.  S. A.",  pronunciamiento  del  10 de agosto de 2000 (La Ley, Buenos Aires - 2001, p g. 758 y sig.).- 

El  daño  moral no puede ser medido en sí mismo por un procedimiento material (contar, pesar, etc), "si es factible hacerlo por una vía no menos  real,  aunque inmaterial con la balanza de la mente y  el  metro  del espíritu.  Por  ejemplo,  los  padecimientos ajenos los comprendemos y mensuramos indagando lo  que  uno  mismo sentiría en similar situación. Si el daño es un perjuicio, como dijimos, y por ello implica un disvalor, y si medir es comparar algo en función de un patrón o modelo ideal,  el "defecto" espiritual que entraña el daño moral también puede ser medido, claro  está   que  con  el lente adecuado a su naturaleza. (C. C. Sala 1 La  Plata, autos Fernandez de Bruno, Susana c/ Florio,  Carmelo  y otro s/ Daños y perjuicios).-

Como  ya  se merituara, el cálculo del daño moral,  queda librado al prudente arbitrio judicial, para ello deben sopesarse el sinfín de circunstancia acordes con las particularidades del caso, que ya merituara (el medio social de la actora, las necesidades, la edad, el vínculo familiar, las posibilidades  económicas,  etc.) en  condiciones  tales que sea la justa medida entre lo irrisorio y lo confiscatorio; de allí que no sea procedente la sumisión a fórmulas  matemáticas,  pero  éstas pueden ser útiles como parámetro  orientatorio.  A  tal efecto  me  permito  esbozar el siguiente razonamiento: Danzi  tenía  32 años, al momento del despido, teniendo en consideración que en la actualidad la espectativa de vida alcanza aproximadamente los 80  años,  restaríanle 47; se ha acreditado en el ap. 2º del veredicto un  salario de $ 369,12, los que multiplicados por 13  períodos y por 47 años arroja la suma de $ 230.331.-;  merituando, asimismo, que en forma concomitante con la pérdida  de  su  trabajo, la actora perdió también su obra social,  y  justipreciando dicha pérdida en un 30%, deviene un monto de $ 299.430.- 

Sin embargo, estos cálculos brindan  una  pauta que, aunque importante, es menester conjugar con el ramillete de circunstancias e indicios ut supra  merituados; en tal sentido, y por todo lo expuesto cuantifico, a la fecha de este decisorio, prudencialmente la indemnización por daño moral en la suma de $ 298.000.-

El presente rubro devengar  intereses (art. 622 del  Código  Civil),  a la tasa que paga el Banco de la Provincia  de  Buenos  Aires en sus depósitos a 30 días desde  el distracto (19-10-01) hasta el 31 de diciembre de 2001; y de allí en adelante la tasa activa de la citada entidad bancaria.-

COMUNICACION AL MINISTERIO DE SALUD DE  LA  PROVINCIA DE BUENOS AIRES:

Atento  lo dispuesto por la ley de la Provincia de Buenos Aires Nº 11.506, "Sistema Integral  para  las enfermedades producidas por el Virus de Inmunodeficiencia  Humana  (H. I. V.),  pudiendo encuadrarse los hechos acreditados en autos en los supuestos contemplados  por el  art.  11; y en cumplimiento de lo prescripto por el Dec. 1758/96, reglamentario de  la  misma,  corresponde realizar  la  comunicación  allí  dispuesta, a cuyo fin propongo se libre oficio al Sr. Ministro de Salud de la Provincia de Buenos Aires.- 

ASI LO VOTO.- 

Los Doctores Rodriguez Ponte y García Boyé, por los mismos fundamentos, votan en igual sentido.- 

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA  DOCTORA  SANCOSMED  DIJO: 

Teniéndose  en  consideración  el resultado que arrojó  la  votación de la cuestión precedente, corresponde:

I.- Hacer  lugar  a la demanda interpuesta por MIRTA ESTELA DANZI y, en consecuencia, condenar a  CLINICA IMA S.A. a abonar a la misma, dentro de los 10 días de notificados y mediante depósito  en  autos  (art. 277 L.C.T.), la suma de $ 2.494,02 en concepto  de  indemnización  por  antigüedad,  sustitutiva de preaviso, integración mes de despido, sueldo anual complementario y vacaciones proporcionales, de la que debitada la suma de  $  2.219,80  percibida en sede administrativa (art. 260 L.C.T.), arroja un importe de condena de DOSCIENTOS SETENTA Y  CUATRO  PESOS  CON  VEINTIDOS  CENTAVOS ($  274,22).- (arts. 121, 122, 123,  150,  154,  156,  231, 232, 245, y conc. L.C.T.).-

El  importe de capital original precedentemente dispuesto ($ 2.494,02.-), devengará  intereses (art. 622 del Código Civil), a la tasa que paga el  Banco  de  la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos  a  30  días desde  el  distracto  (19-10-01)  hasta  el primer pago efectuado en sede administrativa (3-12-01) cuyo importe se especifica a fs. 146 del informe pericial  contable, deducido el mismo se continuar  con dicha tasa hasta el 31 de diciembre de 2001; y de all­ en adelante la  tasa activa de la citada entidad bancaria, siguiéndose idéntico temperamento de débito de los restantes pagos parciales que da cuenta el mencionado informe pericial, la que asciende a la suma de CUATROCIENTOS TREINTA  Y  UN  PESOS CON SETENTA Y OCHO CENTAVOS ($ 431,78).-

II.- Hacer lugar a la demanda  interpuesta  por MIRTA  ESTELA DANZI y, en consecuencia, condenar a CLINICA IMA S.A. a abonar a la misma, dentro de los 10 días  de  notificados  y mediante depósito en autos (art. 277 L.C.T.),  la  suma de DOSCIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL PESOS ($  298.000.-)  en concepto de indemnización por daño  moral  por  despido  discriminatorio  (arts. 17 y conc. L.C.T., Ley 23.592 ).-

Con m s los intereses (art. 622 del Código  Civil), a la tasa que paga el Banco de  la  Provincia  de Buenos  Aires  en  sus  depósitos  a  30  días desde el distracto  (19  de  octubre de 2001) hasta el 31 de diciembre  de  2001; y de allí en adelante la tasa activa de la citada entidad bancaria, cuyo importe asciende  a la  suma TRESCIENTOS ONCE MIL CUATROCIENTOS NOVENTA PESOS ($ 311.490.-).-

III.-  Costas a la demandada, por resultar vencida  (arts.  19 de la ley 11.653), a cuyo efecto, propongo  teniendo en consideración la calidad y mérito de la labor realizada, se regulen los  honorarios  de  los Doctores:

STELLA MARIS ROMEO, en la suma de $ 37.000.-;

SUSANA MABEL CASAFUS, en la suma de $ 12.000.-;

CARLOS ALBERTO PROSPERI, en la suma de $ 49.000.-; 

contador PABLO SERGIO CAHAIS, en la suma de $ 12.000.-; 

psicóloga MARIA FERNANDA COLLINS, en $ 24.000.-; 

médico JORGE ALBERTO ANCELLA, en la suma de $ 24.000.-;

a las que deber n adicionarse los aportes de ley e  IVA si correspondiere (arts. 21, 43 y conc. ley  8904;  12, 14,  16,  20  y  conc.  ley  6716;  175,  195, 207, ley 10620).- 

IV.- Líbrese oficio al Sr. Ministro de Salud de la Provincia de Buenos Aires, en virtud de lo dispuesto por  la  Ley de la Provincia de Buenos Aires Nº 11.506, Dec. 1758/96.- 

ASI LO VOTO.- 

Los Doctores Rodriguez Ponte y García Boyé, por los mismos fundamentos, votan en igual sentido.- 

Con lo que se dió por  finalizado  el  Acuerdo, firmando los Señores Jueces, por ante mi, que doy fe.

JOSE H.RODRIGUEZ PONTE–NESTOR R.GARCIA BOYE-NELIDA MABEL  SANCOSMED-JUECES DEL TRABAJO 

S E N T E N C I A



Lomas de Zamora, 23 de agosto de 2005.



AUTOS Y VI
STOS; CONSIDERANDO: Atento  la  forma 

en que ha quedado votada la cuestión anterior, el  TRIBUNAL RESUELVE:



I.- Hacer lugar a la  demanda  interpuesta  por MIRTA ESTELA DANZI y, en consecuencia, condenar a  CLINICA IMA S.A. a abonar a la misma, dentro de los 10 días  de  notificados  y mediante depósito en autos (art. 277  L.C.T.),  la suma de $ 2.494,02 en concepto de indemnización por antigüedad,  sustitutiva  de  preaviso, integración mes de despido, sueldo anual complementario y vacaciones proporcionales, de la que debitada la suma de $ 2.219,80 percibida en  sede  administrativa  (art. 260 L.C.T.), arroja un importe de condena de DOSCIENTOS SETENTA Y  CUATRO  PESOS  CON  VEINTIDOS  CENTAVOS  ($  274,22).- (arts. 121, 122, 123,  150,  154,  156,  231, 232, 245, y conc. L.C.T.).-



El  importe de capital original precedentemente dispuesto ($ 2.494,02.-), devengará intereses (art. 622 del  Código  Civil),  a la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos  a  30  días desde  el  distracto  (19  de octubre de 2001) hasta el primer pago efectuado en sede administrativa (3 de  diciembre de 2001) cuyo importe se especifica a  fs.  146 del  informe  pericial  contable,  deducido el mismo se continuar   con  dicha tasa hasta el 31 de diciembre de 2001; y de allí en adelante la tasa activa de la citada entidad bancaria, siguiéndose idéntico temperamento  de débito de los restantes pagos parciales que  da  cuenta el mencionado informe pericial, la que  asciende  a  la suma de  CUATROCIENTOS TREINTA Y UN PESOS CON SETENTA Y OCHO CENTAVOS ($ 431,78).-



II.-  Hacer  lugar a la demanda interpuesta por MIRTA  ESTELA DANZI y, en consecuencia, condenar a CLINICA IMA S.A. a abonar a la misma, dentro de los 10 días de notificados y mediante depósito  en  autos  (art. 277 L.C.T.),  la  suma de DOSCIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL PESOS ($ 298.000.-) en concepto  de  indemnización  por daño moral por  despido  discriminatorio  (arts.  17  y conc. L.C.T., Ley 23.592 ).-



Con más los intereses (art. 622 del Código  Civil), a la tasa que paga el Banco de  la  Provincia  de Buenos  Aires  en  sus  depósitos  a  30  días desde el distracto  (19  de  octubre  de  2001)  hasta  el 31 de diciembre de 2001; y de allí en adelante la tasa activa de  la citada entidad bancaria, cuyo importe asciende a la suma TRESCIENTOS  ONCE  MIL  CUATROCIENTOS  NOVENTA  PESOS ($ 311.490.-).-



III.-  Costas a la demandada, por resultar ven​cida  (arts.  19  de la ley 11.653), a cuyo efecto, te​niendo en consideración la calidad y mérito de la labor realizada, regúlanse los honorarios de los  profesionales intervinientes, doctores:

STELLA MARIS ROMEO, en la suma de $ 37.000.-; ---------

SUSANA MABEL CASAFUS, en la suma de $ 12.000.-; -------

CARLOS ALBERTO PROSPERI, en la suma de $ 49.000.-; ----

contador PABLO SERGIO CAHAIS, en la suma de $ 12.000.-; 

psicóloga  MARIA  FERNANDA  COLLINS,  en  la  suma de $ 24.000.-;

médico JORGE ALBERTO ANCELLA, en la suma de $ 24.000.-; 

a  las que deberán adicionarse los aportes de ley e IVA si  correspondiere  (arts. 21, 43 y conc. ley 8904; 12, 14, 16, 20  y  conc.  ley  6716;  175,  195,  207,  ley 10620).- 



IV.- Líbrese oficio al  Sr. Ministro de Salud de la Provincia de Buenos Aires, en virtud de lo dispuesto por  la  Ley de la Provincia de Buenos Aires Nº 11.506, Dec. 1758/96.- 



V.-  Reg¡strese. Notif¡quese.- 

JOSE H. RODRIGUEZ PONTE, NELIDA MABEL SANCOSMED,
NESTOR R. GARCIA BOYE. JUECES DEL TRABAJO. 

